LOS INIMPUTABLES
Palabras clave: Justicia colombiana, Piedad Córdoba, Procurador, sanciones disciplinarias, concierto para delinquir, grupos armados ilegales.

Número de palabras: sin codas: 855, con codas: 1226

Así creo que podemos llamar a los personajes colombianos que se consideran por encima o fuera del alcance de la Justicia. Las reacciones negativas de algunos amigos y cercanos políticos a Piedad Córdoba por la sanción disciplinaria dictada por el Procurador,  es el caso que sirve para ilustrar lo que quiero plantear. No es asunto reciente ni ocasional, pues siempre que se llevan a los estrados judiciales las denuncias contra personas de la vida pública por sus relaciones con grupos guerrilleros, los afectados claman al cielo, arman alboroto, convocan a la opinión internacional, se quejan de persecución ideológica y dicen que se les está aplicando el delito de opinión. Los investigados por sus nexos con grupos de extrema derecha, unos inculpados y otros sobreseídos, han dado un mejor ejemplo, pues han aceptado que se les investigue y muchos se han ido para la cárcel sin mayor resistencia. La mayoría de parapolíticos encarcelados no hacen escándalo ni deslegitiman el proceder de la Justicia. 

Entender las razones de la senadora Córdoba para descalificar de entrada al Procurador, a pesar de que  no se le ha negado el derecho a defenderse ni al debido proceso, no es complicado. Tiene que ver con un acendrado prejuicio de los inimputables según el cual las cercanías y los tratos con grupos armados ilegales tipo guerrilla son excusables, pertinentes, incuestionables y admisibles en sí mismos, puesto que se trata de alzados en armas. Y si están alzados en armas pues no pueden ser vistos como delincuentes tal como sí los son los grupos paramilitares. Córdoba ha sido contundente en defender la condición de delincuente político de la guerrilla, en solicitar que se les reconozca estatus de beligerancia y en llamar prisioneros de guerra a los militares secuestrados por largos años. Pero, no es por eso que pierde la investidura, es por extralimitación en sus funciones.
Si un desmovilizado testifica contra un senador o alto funcionario del estado o de la fuerza pública, inmediatamente se abre expediente. En la prensa, el amplio grupo de inimputables sale a opinar y a exigir que sean detenidos, privados de sus cargos y juzgados con toda severidad. Pero, otro es el cuento si se da lo contrario, como acabamos de observar con el testimonio de la ex guerrillera Karina en el que acusa a la activista del partido comunista Gloria Cuartas por reunirse con las FARC y complotar con ellas: “eso es persecución del régimen” grita. Es lo mismo que dicen otros que ya han sido investigados o que están a punto de serlo o que no han querido presentarse ante la justicia. Para los periodistas William Parra, Jorge Botero y Carlos Lozano Guillén, para el ex congresista Wilson Borja y para el sacerdote Javier Giraldo, entre muchos otros, cualquier investigación es indebida, ilegal y atentatoria de sus derechos. El jesuita Giraldo incluso se dio el lujo de declararse en “objeción de conciencia” ante el requerimiento de un fiscal. Y se ha llegado al extremo de edulcorar las acciones terroristas de las guerrillas y sus crímenes de lesa humanidad y de guerra, como la toma de rehenes, el secuestro y la destrucción de bienes civiles. Es decir, la Justicia colombiana es buena sólo cuando mira los delitos cometidos por la extrema derecha.
Se está quebrantando de esa forma el carácter imparcial del aparato judicial al darse por legítima la presunción de que acuerdos con fuerzas guerrilleras son inimputables en tanto están impregnados de una aureola altruista y por tanto deben tomarse como ejercicios y gestiones de paz, mientras se condena el pacto de Ralito entre paramilitares y políticos (con toda razón). Este prejuicio fue impuesto por los comunistas criollos inspirados en la teoría leninista de la “combinación de todas las formas de lucha”  que les otorga franquicia moral para asumir las acciones de las guerrillas como hechos que forman parte de un alzamiento armado contra el estado. Ahí surge la manipulación de los conceptos políticos. Los rehenes no son secuestrados sino retenidos, las muertes de guerrilleros en combates y en otro tipo de acciones militares no se estiman como “bajas” sino como asesinatos, el apoyo guerrillero a ciertos candidatos y movimientos, e incluso, su apoyo a la candidatura de Pastrana en 1998, publicitada ampliamente, es bienvenida y tolerable, pero, los llamados de paramilitares a votar por x o y candidato del “establecimiento” son condenables (y en esto último estoy de acuerdo). Por eso hablan exclusivamente de crímenes de estado, de víctimas de estado y de guerra sucia por parte del estado. Liberan de toda responsabilidad a las guerrillas. Si alguien se pronuncia o escribe a favor del papel desempeñado por los paramilitares, (que en mi parecer es detestable moral y jurídicamente), es merecedor de la cárcel, pero no se piensa lo mismo respecto de los azuzadores intelectuales de la lucha armada, de quienes exaltan la lucha insurreccional, estiman como ejemplo de vida a los comandantes de la guerrilla y hasta se nos impone el castigo de erigir monumentos y lavar la honra de personas que abusando de la legalidad y de la democracia instigaban la combinación de todas las formas de lucha contra el estado.

CODA 1: Estupor es lo menos que uno puede sentir al leer a columnistas que, bajo el supuesto de que nadie debe alegrarse de que maten a alguien, interpretan la caída del Mono Jojoy como un hecho inútil pues surgirán otros Jojoys. Se apoyan en un escrito del nadaista Gonzalo Arango sobre la muerte de alias Desquite en los años sesenta. Es la más burda forma de trivializar la lucha contra el crimen, contra los bandidos y contra los malhechores que le hacen tanto daño a la sociedad y a las gentes.
¿Será que no sintieron alegría cuando dieron de baja a Pablo Escobar y a Carlos Castaño? ¿Será que los italianos que lincharon a Mussolini no debieron haberlo hecho?

¿Por qué es malo que la gente sienta satisfacción de liberarse de una pesadilla? como cuando murió el dictador Pinochet y como debe ocurrir cuando el tirano Fidel Castro muera y los cubanos recuperen su libertad. El mensaje que nos dejan estos columnistas es que es inútil y estúpido que la fuerza pública imponga el orden y persiga el crimen en vez de dedicarse a hacer escuelas y a crear fuentes de trabajo. ¿Será que piensan que es mejor que no exista la Fuerza Pública?
CODA 2: El otorgamiento del premio Nóbel de Literatura a Mario Vargas Llosa es el reconocimiento justo y merecido a la obra y trayectoria de un intelectual lúcido y brillante. Menos mal la Academia Sueca superó las presiones de quienes no lo consideraban merecedor de tal distinción por su posición crítica hacia las ideologías y gobiernos totalitarios. Vargas Llosa es un intelectual comprometido con la paz, con la democracia y con la Justicia. Es su legado. Loor al gran escritor e intelectual peruano.
Coda 3: El liberalismo, cual caballo de Troya, bajo la dirección de los senadores Juan Fernando Cristo y Guillermo Rivera y con el elefante a sus espaldas, se está comportando como si fuese el partido triunfador, como si el presidente fuera de su colectividad, como si pudiera imponer el rumbo y el ritmo. Se está sobreactuando. Todo con un fin perverso que no se atreven a declarar: enemistar al ex presidente Uribe con el presidente Santos y romper el gobierno de Unidad Nacional.
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